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	    Legislatura de la Ciudad 

Autónoma  de Buenos Aires



PROYECTO DE DECLARACION
La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires le solicita al Poder Ejecutivo que proceda a denunciar el Convenio Ley Nº 1182 celebrado entre Lotería Nacional Sociedad del Estado y el Instituto de Juegos y Apuestas de la Ciudad de Buenos Aires antes del 3 de julio de 2011, fecha en que se renueva automáticamente. Asimismo, se exhorta al Jefe de gobierno a reclamar judicialmente la transferencia de las competencias que son propias a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a fin de poder regular, administrar y explotar los juegos de azar, destreza y apuestas mutuas, según lo establece el artículo 50 de la Constitución de la Ciudad.

FUNDAMENTOS

Señor Vicepresidente Primero:

El presente proyecto de declaración tiene como antecedente inmediato el proyecto 444-D-2010, el cual tuvo dictamen de la Comisión de  Desarrollo Económico, Mercosur y Políticas de Empleo el 15 de junio de dicho año, pero lamentablemente quedó estancado por más de cinco meses en la Comisión de Justicia, donde nunca fue puesto en el temario de las reuniones de los diputados. 
La Ciudad de Buenos Aires, a raíz de la reforma constitucional de 1994, adquirió el estatus de “autónoma”, otorgándosele facultades de legislación y jurisdicción. Por ello en el año 1996 se dicta su propia Constitución, que en su artículo 50 establece que la Ciudad “regula, administra y explota los juegos de azar, destreza y apuestas mutuas”.
Asimismo, en 1995 se sanciona la Ley 24.588 -denominada Ley Cafiero- en la cual se enumeran los intereses de la Nación en la Ciudad de Buenos Aires, sin hacer referencia expresa a los juegos de azar. Por lo tanto, dadas las facultades otorgadas a la Ciudad por el artículo 129 de la Constitución Nacional, teniendo en cuenta analógicamente lo dispuesto en sus artículos 5 y 121 acerca de los poderes no delegados a la Nación, no cabe dudas de que el Gobierno de la Ciudad tenga competencia exclusiva en dicha materia.


En consecuencia, la Legislatura sancionó la Ley 255 de Contravenciones en el Juego y la Ley 538 del Juego en la Ciudad, lo que dio lugar a la creación de su propio organismo regulador, el Instituto del Juego, siendo su misión recaudar los fondos provenientes de los juegos de apuestas que son asignados a distintos programas de ayuda social, para lo cual debe organizar, administrar, reglamentar, explotar y controlar todos los juegos de apuestas y azar en el ámbito de la Ciudad de Buenos Aires. 


En cumplimiento de diversas disposiciones y mandas normativas en octubre de 2003 se celebró el Convenio entre Lotería Nacional y el Instituto de Juegos y Apuestas de la Ciudad, a fin de acordar lo relacionado a la participación de cada una de las jurisdicciones en cuanto al contralor de la actividad y a la distribución de los ingresos proveniente de su concesión. El mes siguiente el Convenio fue aprobado por el ex Presidente Néstor Kirchner y el ex Jefe de Gobierno Aníbal Ibarra y ratificado por ambas legislaturas (Convenio Ley Nº 1182).

Sin embargo, la firma de este Convenio significó un grave perjuicio para los intereses de la Ciudad dado que la distribución ingresos acordada fue injusta y, lo que resulta aún más injustificable, se acordó el desistimiento de las acciones iniciadas tanto en los expedientes judiciales como administrativos relacionados con la constitucionalidad de normas, validez de actos administrativos o conflictos de competencias entre ambas partes con relación a la explotación del juego en el ámbito de la Ciudad de Buenos Aires. 


No podemos aceptar que la Ciudad renuncie a reclamar judicialmente una competencia que le pertenece y que desista de accionar ante la Justicia por su anhelo inmediato de recaudar. Esta actitud sumisa dista mucho de representar una defensa de su calidad de “autónoma”, sobre todo teniendo en cuenta que las empresas concesionarias pagan la mitad del canon exigido en la Provincia de Buenos Aires para este tipo de concesiones, y que el Gobierno de la Ciudad no ejerce  un control fehaciente sobre su recaudación efectiva, ya que su fiscalización está a cargo de Lotería Nacional.
El Convenio tenía una vigencia de 4 años a partir de su aprobación -1 de diciembre de 2003-, el cual se considera prorrogado por períodos iguales en tanto las partes no manifiesten su voluntad en contrario de modo fehaciente con 120 días de anticipación al respectivo vencimiento. En consecuencia, al no ser denunciado por el entonces Jefe de Gobierno Jorge Telerman a mediados del año 2007 el mismo fue prorrogado automáticamente.

La falta de accionar por parte del Gobierno de la Ciudad a la hora de luchar por su autonomía menoscaba los derechos de los ciudadanos que está encargado de proteger. Ejemplo palpable de esta desidia es que la prórroga del Convenio permitió al ex Presidente Néstor Kirchner, en los últimos días de su mandato, firmar el Decreto 1857/07 por el cual se renovó la concesión de la explotación del Hipódromo de Palermo hasta el año 2032, llamativamente 10 años antes de su vencimiento, con el agravante de exigir que se instalen más máquinas de juego.


El próximo vencimiento del Convenio Ley 1182 se producirá el 1 de diciembre de 2011 y la fecha límite para denunciarlo es el 3 de julio de 2011. Resulta por lo tanto imperioso que el Jefe de Gobierno denuncie a la brevedad el Convenio para tener el tiempo pertinente para reclamar judicialmente lo que le corresponde a la Ciudad y, en su caso, celebrar un nuevo convenio hasta tanto se resuelva el conflicto de competencias en la Justicia, siempre que convenga al logro del ejercicio pleno de la autonomía, a la economía de la Ciudad y a la integridad de quienes vivimos en ella.


No podemos dejar de observar las numerosas ocasiones en que instituciones de la sociedad civil han resaltado el perjuicio que ocasiona la desmedida explotación del juego en las relaciones familiares, en la economía doméstica y en la salud de los habitantes de la Ciudad. 

Por todo esto, sostenemos, como lo venimos haciendo desde hace tiempo, la necesidad de defender -de manera real y no meramente declamativa- la autonomía de la Ciudad de Buenos Aires garantizada en la Constitución Nacional y en cumplimiento del artículo 6º de la Constitución de la Ciudad que así lo establece, comprendiendo la necesidad de encarar este tipo de reformas desde una mirada integral con políticas sustanciales.

Entendiendo que el presente proyecto apunta a tal fin es que proponemos su aprobación por este Honorable Cuerpo.
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